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DIPUTADO OCTAVIO OCAMPO CÓRDOVA 

Presidente de la Mesa Directiva  

y de la Conferencia para la Programación de los Trabajos Legislativos 

del H. Congreso del Estado de Michoacán de Ocampo 

P r e s e n t e.-  

 

LUCILA MARTÍNEZ MANRÍQUEZ diputada integrante de la Septuagésima Cuarta 

Legislatura del Congreso del Estado de Michoacán por el Partido Verde Ecologista 

de México, con fundamento en los artículos 36 fracción II de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo; 8 fracción II, 234 y 235 de 

la Ley Orgánica y de Procedimientos del Congreso del Estado de Michoacán, 

someto a la consideración de esta Honorable Asamblea la Iniciativa con proyecto 

de decreto por el que se adiciona un párrafo cuarto al artículo 117 de la Ley 

de Educación para el Estado de Michoacán de Ocampo, al tenor de la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

La violencia por razones de género es un hecho que se encuentra presente en todas 

las aristas de la vida social, con independencia de clase, grado académico, raza, 

religión o ideología. 

Un hecho frecuente pero poco reconocido, es la violencia de género en las 

instituciones educativas de nuestro país y nuestro Estado; una práctica que 

lamentablemente se ha normalizado y en donde las mujeres son constantemente 

víctimas de acoso y hostigamiento sexual por parte de profesores y alumnos. 

Los primeros países que realizaron investigación respecto a la violencia de género 

en las universidades fueron: Estados Unidos, en la década de los ochentas; Canadá 

y el Reino Unido;  le siguieron España y Colombia;  en el 2007 México, en la 

Universidad Nacional Autónoma de México, la Universidad Autónoma de Chapingo, 

la Universidad Autónoma de México, el Instituto Politécnico Nacional, la Universidad 

de Guadalajara, la Universidad Iberoamericana y la Universidad de Colima entre 

otras que se han ido incorporando.  

Rosa María González Jiménez, Doctora en Investigación Psicológica por la 

Universidad Iberoamericana, refiere que: “las instituciones de educación superior 
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(IES) son espacios sociales en donde conviven estudiantes, docentes y 

trabajadores administrativos cuyo fin, es la formación de profesionales y la 

generación de conocimiento, en donde predomina un ambiente social escolar que 

favorece la convivencia y las relaciones cordiales”, por lo que, el ambiente escolar 

debería estar rodeado de respeto,  en donde lo ideal es que exista una equidad de 

género que permita la libre formación académica, social y cultural tanto de hombres 

como de mujeres.   

La realidad es que hoy no debemos perder de vista que la élite intelectual no está 

apartada de la violencia de género en las instituciones educativas.  Es lamentable 

pero evidente que la violencia de género está presente en espacios donde deberían 

imperar los valores humanos, la cultura, el humanismo, la ética, la libertad y la 

igualdad; valores que se ven constantemente opacados por casos en donde 

prevalece el abuso de poder combinado de un velo de impunidad y de indiferencia 

institucional. 

El comunicado de prensa 592 del 2019 publicado por el INEGI, dice que: que de los 

46.5 millones de mujeres de 15 años y más que hay en el país, el 66.1% (30.7 

millones) ha enfrentado violencia de cualquier tipo y de cualquier agresor, alguna 

vez en su vida, y que en el  2018,  se registraron 3,752 defunciones por homicidio 

de mujeres, el más alto registrado en los últimos 29 años (1990-2018), lo que en 

promedio significa que fallecieron 10 mujeres diariamente por agresiones 

intencionales. 

En lo que va del año, de acuerdo con datos  de la Fiscalía Especializada en 

Homicidios Dolosos en Agravio de la  Mujer, ha abierto en el municipio de Morelia 

30 carpetas de investigación, de las cuales, siete ya fueron resueltas como 

feminicidios.  

Ante esta situación, muchas mujeres han salido a denunciar casos de acoso en las 

universidades, que lejos de ser espacios libres de violencia, han terminado siendo 

espacios donde prevalecen múltiples formas de violencia sexual, desde acoso, 

chantaje, intimidación y humillaciones, entre otras, que ocurren en muchas de las 

ocasiones, con la anuencia silenciosa de toda la comunidad.  

Esta realidad ha salido a la luz pública gracias al activismo de los movimientos 

feministas que han visibilizado a través de las redes sociales, las manifestaciones y 

la instalación de tendederos, como medio de expresión y denuncia contra los 

agresores, así como la ausencia de instancias y protocolos que atiendan los 
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diferentes tipos y casos de violencia que se presentan en la comunidad universitaria 

y en las instituciones del nivel medio superior.  

La respuesta de las instituciones educativas a este clamor de las mujeres por la 

igualdad y la justicia ha sido inconsistente y se ha quedado, muchas veces, en el 

mero discurso. No todas las universidades han mostrado un compromiso real con 

la igualdad de género, ni han dado pasos decisivos para desterrar las prácticas 

arraigadas que perpetúan la discriminación y la violencia, por el contrario, en 

algunas instituciones hay una resistencia a reconocer la existencia del fenómeno y 

a abordarlo en forma integral. 

La violencia sexual y de género en los contextos escolares, como en casi todos los 

espacios de la vida social, tiene una condición estructural, sustentada en los 

estereotipos de género y en las relaciones de poder asimétricas entre hombres y 

mujeres que imperan en la organización académica. 

Este tipo de conductas nos obligan a revisar y actualizar nuestro marco normativo, 

con el propósito de prevenirlas y erradicarlas; evitar que lleguen a constituirse en 

delitos de mayor gravedad como la violación o el feminicidio y, a buscar respuestas 

integrales y funcionales que destierren las prácticas sexistas, lo cual exige la 

incorporación transversal de una perspectiva de género en todos los procesos 

institucionales. 

En este sentido, la implementación de protocolos y el establecimiento de 

mecanismos de investigación y sanción eficaces, resulta indispensable. Es 

necesario atacar los factores que obstaculizan la denuncia y que orillan a las 

mujeres a guardar silencio. Pero, además, tales esfuerzos deben ir acompañados 

de políticas más amplias de prevención y capacitación que promuevan un entorno 

respetuoso, seguro e igualitario entre todos los miembros de la comunidad. 

Es por ello que el espíritu de mi iniciativa, es establecer la obligación legal para que 

las instituciones de educación media superior y superior, constituyan unidades de 

género dentro de su estructura orgánica, como una acción eficaz para prevenir, 

atender, sancionar y erradicar los casos de violencia por razones de género; unidad 

que actualmente ya está establecida en la Escuela Nacional de Estudios Superiores, 

perteneciente a la Universidad Nacional Autónoma de México, Unidad Morelia. 

No basta con las buenas intenciones, las instituciones educativas deben asumir 

plenamente la obligación que tienen, por un lado, de erradicar las prácticas violentas 

y discriminatorias en sus espacios, y por otro, contribuir a que las nuevas 
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generaciones de profesionistas que se han comprometido a formar, sean capaces 

de vencer los prejuicios y sesgos de la sociedad sexista en la que han crecido. 

Las instituciones educativas tienen una responsabilidad y un papel fundamental en 

la construcción de una sociedad más igualitaria y libre de violencia, debemos exigir 

que se constituyan en espacios seguros, en los que las mujeres sean 

verdaderamente libres de forjar su plan de vida y en los que empiece a germinar la 

semilla de un mundo en el que las relaciones entre hombres y mujeres se definan 

por la igualdad, la solidaridad, la corresponsabilidad, la reciprocidad y la no 

violencia. 

Es por lo anteriormente expuesto y fundado, que me permito poner a la 

consideración de esta Honorable Asamblea el siguiente proyecto de: 

 

D E C R E T O 

 

ÚNICO: Se adiciona un párrafo cuarto al artículo 117 de la Ley de Educación para 

el Estado de Michoacán de Ocampo, para quedar como sigue: 

Artículo 117. (…) 

(…) 

Con base en los lineamientos referidos en el párrafo anterior, las instituciones 

educativas públicas y privadas de educación media superior y superior, 

deberán crear  una unidad de género dentro de su estructura de organización, 

en la cual se establecerán los protocolos para prevenir, atender, sancionar y 

erradicar los casos de violencia por razones de género. 

 

TRANSITORIOS 

 

PRIMERO: El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 

en el Periódico Oficial del Gobierno Constitucional del Estado de Michoacán de 

Ocampo. 
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SEGUNDO: Las instituciones públicas y privadas de nivel medio superior y superior 

contarán con 60 días hábiles a partir de que la Secretaría emita los lineamientos a 

los que se refiere el artículo 117 de la Ley de Educación para el Estado de 

Michoacán de Ocampo, para conformar y establecer sus unidades de género e 

instituir los protocolos para prevenir, atender, sancionar y erradicar los casos de 

violencia por razones de género. 

 

Palacio del Poder Legislativo, Morelia, Michoacán a 14 de octubre de 2020. 

 

 

 

A T E N T A M E N T E 
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